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El Pleno del Consejo Consultivo 
de Castilla y León, reunido en 
Valladolid el día 18 de mayo de 
2006, ha examinado el expediente 
relativo al anteproyecto de ley de 
creación de la empresa pública “So-
ciedad Pública de Medio Ambiente 
de Castilla y León”, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 28 de abril de 2006 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al anteproyecto de 
ley de creación de la empresa pública “Sociedad Pública de Medio Ambiente de 
Castilla y León”. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 28 de abril de 
2006, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 469/2006, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Quijano González. 
 
 

Primero.- El anteproyecto. 
 

El anteproyecto de ley objeto de dictamen tiene como finalidad la 
creación de una empresa pública como instrumento que apoye la actuación de 
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la Administración General de la Comunidad de Castilla y León en materia de 
medio ambiente, e incorpore las normas de derecho privado a la gestión pública 
a fin de facilitar su adaptación con la suficiente celeridad a la realidad sobre la 
que ha de actuar. 
 

El anteproyecto consta de una exposición de motivos, seis artículos, una 
disposición adicional y una disposición final. 
 

La exposición de motivos expone las competencias que habilitan la 
creación de la empresa pública “Sociedad Pública de Medio Ambiente de Castilla 
y León”, así como los fines y objetivos que justifican la constitución de un 
instrumento de estas características. 
 

El articulado tiene el siguiente contenido: 
 

 - El artículo 1, bajo la rúbrica “Creación”, autoriza la constitución 
de la empresa pública, bajo la forma de sociedad anónima, y determina su 
adscripción. 
 

 - El artículo 2, titulado “Objeto social”, describe éste en su 
apartado 1, enumerando su apartado 2 las actividades que podrá realizar la 
sociedad para su consecución. 
 

 - El artículo 3, denominado “Capital social”, lo fija en 500.000 
euros, que será suscrito íntegramente por la Administración General de la 
Comunidad, y exige un desembolso del veinticinco por ciento del capital social 
previamente a la constitución de la sociedad. 
 

 - El artículo 4, intitulado “Régimen jurídico”, reproduce el artículo 
94 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León, que establece el régimen jurídico de las 
empresas públicas. 
 

 - El artículo 5, rubricado “Naturaleza de la Sociedad”, califica a la 
sociedad como medio propio instrumental y servicio técnico de la 
Administración General de la Comunidad; y establece su obligación de realizar 
los trabajos que ésta le encomiende y su prohibición de participar en los 
procesos de adjudicación de contratos que dicha Administración convoque. 
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 - El artículo 6, denominado “Financiación”, enumera los recursos 
de la sociedad 
 

La disposición adicional habilita a la Junta de Castilla y León a adoptar 
los acuerdos pertinentes para la ejecución de la ley 
 

Por último, la disposición final establece la entrada en vigor de la norma. 
 

Segundo.- El expediente remitido. 
 

En el expediente que acompaña al anteproyecto de ley, además de un 
índice de los documentos que lo conforman, figuran los siguientes: 
 

 - Anteproyecto de ley de creación de la empresa pública “Sociedad 
Pública de Medio Ambiente de Castilla y León”, de 21 de noviembre de 2005. 
 

- Memoria explicativa del anteproyecto de ley de creación de la 
empresa pública “Sociedad Pública de Medio Ambiente de Castilla y León”, de 
fecha 21 de noviembre de 2005. 
 

 - Petición de informe, fechada el 21 de noviembre de 2005, a las 
Secretarías Generales de las Consejerías de Presidencia y Administración 
Territorial, Hacienda, Economía y Empleo, Fomento, Agricultura y Ganadería, 
Sanidad, Familia e Igualdad de Oportunidades, Educación, y Cultura y Turismo. 
 

 - Informes de las Consejerías de Sanidad, Educación, Fomento, 
Familia e Igualdad de Oportunidades, Agricultura y Ganadería, Cultura y 
Turismo, Economía y Empleo, Presidencia y Administración Territorial, y 
Hacienda. 
 

 - Anteproyecto de ley de creación de la empresa pública “Sociedad 
Pública de Medio Ambiente de Castilla y León”, sin fechar. 

- Petición de informe, datada el 20 de diciembre de 2005, a la 
Dirección de los Servicios Jurídicos de la Junta de Castilla y León. 
 

 - Informe emitido por la Dirección de los Servicios Jurídicos, con 
fecha 23 de febrero de 2006, al que se adjunta el anteproyecto de ley 
informado. 
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 - Anteproyecto de ley de creación de la empresa pública “Sociedad 
Pública de Medio Ambiente de Castilla y León”, de 27 de febrero de 2006. 
 

 - Petición de informe, de fecha 27 de febrero de 2006, al Consejo 
Económico y Social. 
 

 - Borrador de informe previo sobre el anteproyecto de ley de 
creación de la empresa pública “Sociedad Pública de Medio Ambiente de Castilla 
y León”, sin fecha. 
 

 - Informe de la Comisión Delegada para Asuntos Económicos, de 
29 de marzo de 2006. 
 

 - Informe previo sobre el anteproyecto de ley de creación de la 
empresa pública “Sociedad Pública de Medio Ambiente de Castilla y León”, de 
fecha 20 de abril de 2006. 
 

 - Anteproyecto de ley de creación de la empresa pública “Sociedad 
Pública de Medio Ambiente de Castilla y León”, de 27 de abril de 2006. 
 

- Memoria explicativa del anteproyecto de ley de creación de la 
empresa pública “Sociedad Pública de Medio Ambiente de Castilla y León”, 
fechada el 27 de abril de 2006. 
 
 
 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo para que emitiera el dictamen preceptivo. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.c) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo al Pleno emitir el dictamen 
según lo establecido en el artículo 19.2. 
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2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración 
de los proyectos de ley. 
 

El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 
aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de los documentos. 
 

En cuanto al procedimiento de elaboración, es necesario analizar, por un 
lado, si se han seguido los trámites establecidos por la normativa autonómica 
para la creación de una empresa pública, y, por otro, si se han cumplido las 
previsiones que establece la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León, para la elaboración de 
anteproyectos de ley. 
 

El artículo 53 del Estatuto de Autonomía, bajo la rúbrica “Sector público”, 
establece que solamente por Ley de las Cortes de Castilla y León podrán 
constituirse empresas públicas de la Comunidad –reserva legal reiterada por el 
artículo 84.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio–, lo que remite al procedimiento de 
elaboración de proyectos de ley contemplado en la citada Ley 3/2001, de 3 de 
julio. 
 

El artículo 75 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, prevé que “el 
procedimiento de elaboración de los proyectos de ley se iniciará en la 
Consejería o Consejerías competentes mediante la elaboración del 
correspondiente anteproyecto”; competencia que, en este caso, corresponde a 
la Consejería de Medio Ambiente. 
 

Conforme al referido artículo 75, el anteproyecto deberá ir acompañado 
de una memoria en la que se incluirán: 
 

 a) Un estudio del marco normativo en el que pretende 
incorporarse, con expresión de las disposiciones afectadas y la tabla de 
vigencias. 
 

 b) Los informes y estudios sobre su necesidad y oportunidad. 
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 c) Un estudio económico con referencia al coste a que dará lugar, 
en su caso, así como a su financiación. 
 

 d) La expresión de haber dado el trámite de audiencia cuando 
fuere preciso y efectuado las consultas preceptivas. 
 

El precepto citado exige, además, que el anteproyecto se envíe a las 
restantes Consejerías para su estudio, que los Servicios Jurídicos de la 
Comunidad informen sobre él y que se someta, previamente a su aprobación 
por la Junta de Castilla y León, al examen de los órganos consultivos cuya 
consulta sea preceptiva. 
 

En el presente caso, y como ha quedado reflejado en los antecedentes 
de hecho, se acredita con la documentación enviada que el anteproyecto ha 
sido objeto de examen por todas las Consejerías, las cuales han tenido ocasión 
de formular diversas alegaciones y observaciones al mismo. 
 

Consta también incorporado al expediente el informe preceptivo de la 
Dirección de los Servicios Jurídicos, tal como exigen la citada Ley 3/2001; el 
artículo 4.2.a) de la Ley 6/2003, de 3 de abril, de Asistencia Jurídica a la 
Comunidad de Castilla y León; y el artículo 2.5º.A.c) del Decreto 17/1996, de 1 
de febrero, de organización y funcionamiento de los Servicios Jurídicos de la 
Comunidad de Castilla y León. 
 

Asimismo, de conformidad con lo establecido en el artículo 3.1.a) de la 
Ley 13/1990, de 28 de noviembre, del Consejo Económico y Social, se emitió 
por este órgano el preceptivo informe. 
 

Se completa finalmente el expediente remitido con una memoria en la 
que se recogen todos aquellos aspectos exigidos por el artículo 75.3 de la 
referida Ley 3/2001, de 3 de julio: estudio del marco normativo en el que 
pretende incorporarse la norma propuesta, relación de disposiciones afectadas 
y tabla de vigencias, informe y estudio sobre su necesidad y oportunidad, 
estudio económico con referencia al coste a que dará lugar, así como expresión 
de haber dado el trámite de audiencia, cuando fuere preciso y efectuado 
consultas preceptivas. 
 

Atendiendo a todas las actuaciones descritas, cabe concluir que el 
procedimiento ha sido tramitado correctamente, adecuándose a lo previsto en 
la normativa de aplicación ya descrita. 
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No obstante lo anterior, debe recordarse que la reciente Ley 2/2006, de 
3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y 
León, publicada en el “Boletín Oficial de Castilla y León” el pasado 9 de mayo, 
introduce, en su disposición final primera, una modificación del artículo 84 de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
de Castilla y León –incorporando un nuevo apartado 2, pasando el antiguo a ser 
el apartado 3–. Este nuevo apartado 2, referido a la tramitación de los 
anteproyectos de ley de creación de empresas públicas, reza así: 
 

 “Los anteproyectos de ley de creación de entidades institucionales 
o de autorización de constitución de empresas públicas deberán acompañarse 
de una propuesta de estatutos y del plan inicial de actuación de la entidad. El 
plan inicial de actuación, que será aprobado por el titular de la Consejería a que 
esté adscrita la entidad o la empresa, deberá contar con el previo informe 
favorable de las Consejerías de Presidencia y Administración Territorial y de 
Hacienda, y su contenido incluirá al menos los siguientes extremos: 
 

  »a) Los objetivos que la entidad deba alcanzar en el área 
de actividad encomendada. 
 

  »b) Los recursos humanos, financieros y materiales precisos 
para el funcionamiento de la entidad”. 
 

Ahora bien, esta nueva regulación, de acuerdo con la disposición final 
sexta de la citada Ley 2/2006, de 3 de mayo, se encuentra actualmente en 
periodo de vacatio legis, por lo que sus previsiones, a fecha de emisión de este 
dictamen, no son todavía exigibles. 
 

3ª.- Marco normativo. 
 

A) Ámbito competencial. 
 

La competencia de la Comunidad de Castilla y León para crear empresas 
públicas resulta indiscutible y deriva directamente del Estatuto de Autonomía de 
Castilla y León, cuyo artículo 32.1 atribuye a la Comunidad competencia 
exclusiva en materia de organización, régimen y funcionamiento de sus 
instituciones de autogobierno (1ª), y para la creación y gestión de un sector 
público regional propio de Castilla y León (21ª). 
 

 7



 

El artículo 53, apartado 3, faculta a la Comunidad para crear y mantener 
su propio sector público, en coordinación con el sector público estatal, a fin de 
impulsar el desarrollo económico y social y de realizar sus objetivos en el marco 
de sus competencias. Y su apartado 2 preceptúa: “Solamente por Ley de las 
Cortes de Castilla y León podrán constituirse empresas públicas como medio de 
ejecución de las funciones que sean de la competencia de la Comunidad”. 
 

El anteproyecto de ley sometido a dictamen se ha elaborado, asimismo, 
en ejercicio de las competencias exclusivas de la Comunidad en materia de 
obras públicas de interés para la Comunidad Autónoma dentro de su propio 
territorio que no tengan la calificación legal de interés general del Estado ni 
afecten a otra Comunidad Autónoma (32.1.3ª); pesca fluvial y lacustre, 
acuicultura, caza y explotaciones cinegéticas; protección de los ecosistemas en 
que se desarrollen dichas actividades (32.1.9ª) y fomento del desarrollo 
económico (32.1.21ª). 
 

Finalmente, no puede olvidarse que, de acuerdo con el artículo 34.1 del 
Estatuto de Autonomía, la Comunidad también ostenta competencias de 
desarrollo legislativo y ejecución de la legislación del Estado, en lo que se 
refiere al anteproyecto objeto del presente dictamen, en materia de protección 
del medio ambiente y de los ecosistemas, sin perjuicio de las facultades de la 
Comunidad Autónoma para establecer normas adicionales de protección en los 
términos del artículo 149.1.23 de la Constitución (5ª); y montes, 
aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias, pastos y espacios 
naturales protegidos (9ª). 
 

B) Concepto y régimen jurídico de las empresas públicas. 
 

El análisis del marco normativo quedaría incompleto sin una breve 
referencia al concepto y régimen jurídico de las empresas públicas. 
 

La Directiva 80/723/CE, de la Comisión, de 25 de junio de 1980, relativa 
a la transparencia de las relaciones financieras entre los Estados miembros y las 
empresas públicas, ofrece en su artículo 2 un concepto de empresa pública 
fundamentado en el control público sobre la misma. Así: 
 

 “Se entiende por (…) empresa pública: cualquier empresa en la 
que los poderes públicos puedan ejercer, directa o indirectamente, una 
influencia dominante en razón de la propiedad, de la participación financiera o 
de las normas que la rigen. 
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 »Se presume que hay influencia dominante cuando los poderes 
públicos, directa o indirectamente, y respecto de la empresa: 
 

  »a) poseen la mayoría del capital suscrito de la empresa; o, 
 

  »b) disponen de la mayoría de los votos inherentes a las 
participaciones emitidas por la empresa; o, 
 

  »c) pueden designar a más de la mitad de los miembros del 
órgano de administración, de dirección o de vigilancia de la empresa”. 
 

Sobre la noción de empresa pública ya se pronunció el Tribunal de 
Justicia (Sentencia de 6 de julio de 1982), destacando, por encima de su juego 
en el ámbito de la Directiva, el valor indicativo o de referencia general que la 
misma juega a nivel comunitario. Y así lo ha recordado en España el Tribunal 
Constitucional en la Sentencia 177/2002, de 14 de octubre. 
 

El ordenamiento jurídico español, sin embargo, ha optado 
tradicionalmente por un concepto de empresa pública –denominada sociedad 
mercantil estatal– que no se basa en el control público sobre la misma sino en 
el porcentaje de participación en su capital social. Esta concepción ya fue 
recogida en el artículo 6.1.a) de la derogada Ley General Presupuestaria de 
1988. Actualmente, y en la misma línea, el artículo 166.1.c) de la Ley 33/2003, 
de 3 noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas, define las 
sociedades mercantiles estatales como “aquéllas en las que la participación, 
directa o indirecta, en su capital social de las entidades que, conforme a lo 
dispuesto en el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, integran 
el sector público estatal, sea superior al 50 por 100”. La referencia a la Ley 
General Presupuestaria debe entenderse hecha hoy a la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre. 
 

En nuestra normativa autonómica, siguiendo el mismo criterio que el 
legislador estatal, el artículo 92 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, define las empresas 
públicas de la Comunidad de Castilla y León como aquellas “sociedades 
mercantiles en cuyo capital la participación directa o indirecta de la 
Administración de la Comunidad Autónoma o de sus entidades institucionales 
sea superior al cincuenta por ciento”. 
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Cabe por tanto afirmar que el anteproyecto de ley objeto de estudio 
responde, en definitiva, al concepto de empresa pública recogido en la 
normativa estatal y autonómica vigente. 
 

Por otra parte, respecto al régimen jurídico de las empresas públicas de 
la Comunidad de Castilla y León, éste se encuentra recogido en los artículos 83, 
84, 92, 93 y 94 de la mencionada Ley 3/2001, de 3 de julio. 
 

La remisión que, en cuanto a su régimen, hace el artículo 94 al 
ordenamiento jurídico privado exige tener presente la legislación mercantil –y 
muy especialmente, el texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, 
habida cuenta la forma societaria elegida–, y no sólo durante el funcionamiento 
de la empresa pública sino también en el momento de su constitución. 
 

Asimismo, se sujetará a lo previsto en la normativa presupuestaria, 
contable, de control financiero y de contratación en las materias que le sea de 
aplicación. 
 

4ª.- Contenido del anteproyecto de ley. 
 

Previamente al análisis particularizado del texto, y en cuanto a la técnica 
normativa, resulta obligado hacer una referencia general a la conveniencia de 
aplicar, en la elaboración de las normas, unos criterios uniformes de técnica 
legislativa, pues ello ha de redundar en beneficio de la claridad de los textos 
legales y de su mejor comprensión por los ciudadanos, en general, y por los 
operadores jurídicos, en particular. 
 

En este sentido, quizá fuera aconsejable seguir el ejemplo que 
proporciona la Administración del Estado, en cuyo ámbito existen unas 
Directrices de técnica normativa, aprobadas mediante Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 22 de julio de 2005. 
 

Como tal Acuerdo, las referidas directrices no tienen más carácter que el 
de una instrucción u orden de servicio interna de la Administración, sin que, en 
ningún caso, su eventual incumplimiento pueda servir de fundamento a una 
posible impugnación de la disposición afectada. Obviamente, tampoco tienen 
valor vinculante alguno una vez que el correspondiente anteproyecto de ley, ya 
convertido en proyecto, haya llegado a las Cortes de Castilla y León. 
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Tales directrices son aplicables también a los proyectos de normas 
reglamentarias y enuncian, como su propia denominación expresa, una serie de 
criterios generales sobre el modo en que debe ordenarse y desarrollarse (en su 
fase administrativa de elaboración) el contenido de las disposiciones generales, 
persiguiendo, en definitiva, no sólo dotarlas de una estructura lógica y más 
fácilmente comprensible sino también asegurar un mínimo de uniformidad en la 
legislación. 
 

Las referidas directrices han servido, en el presente caso, de fuente de 
inspiración a alguna de las observaciones que en materia de técnica legislativa 
se realizan al anteproyecto de ley. 
 

Artículo 2.- Objeto social. 
 

En relación con este precepto, se realizan las siguientes consideraciones: 
 

a) El objeto social de la empresa pública que se pretende crear, 
en los términos recogidos en el anteproyecto de ley, adolece de una cierta 
generalidad. 
 

A estos efectos debe tenerse en cuenta el artículo 9.b) del texto 
refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, que exige hacer constar en los 
estatutos sociales “el objeto social, determinando las actividades que lo 
integren”; e igualmente el artículo 117 del Reglamento del Registro Mercantil, 
que reitera la previsión anterior y prohíbe incluir en el objeto social “los actos 
jurídicos necesarios para la realización o desarrollo de las actividades indicadas 
en él”, así como expresiones genéricas de actividades. 
 

No desconoce este Consejo Consultivo que el anteproyecto 
sometido a dictamen tiene por objeto únicamente la autorización para la 
constitución de una empresa pública, y no la aprobación de sus estatutos 
sociales, no obstante lo cual debe recordar tales previsiones legales dada la 
generalidad del objeto social definido en el artículo 2. 
 

b) Respecto a la posible duplicidad de competencias entre la 
Consejería de Medio Ambiente y la empresa pública proyectada –alegada a lo 
largo del expediente–, este Consejo estima que, dada la generalidad con que se 
define el objeto social, no es posible llegar a una conclusión en uno u otro 
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sentido; cuestión ésta que, a pesar de ello, no impediría la creación de la 
sociedad pretendida. 
 

No obstante, de existir esa identidad de funciones, sería necesaria 
la adaptación de la estructura orgánica de la Consejería de Medio Ambiente a la 
nueva situación, en aplicación de los principios de economía y eficiencia que 
debe regir la actividad administrativa. 
 

c) Distingue el artículo 2, en su apartado 1, las actividades que la 
empresa pública puede realizar por encargo de la Administración General de la 
Comunidad y las que realice por encargo de la Junta de Castilla y León. 
 

Esta redacción parece diferenciar entre la Junta de Castilla y León 
–órgano de gobierno y superior órgano de administración de la Comunidad– y 
la Administración General de la Comunidad. Lo que implicaría que las 
actividades mencionadas en la letra b) sólo podrían realizarse por la sociedad 
previo Acuerdo de la Junta de Castilla y León. 
 

Desconoce este Consejo si ésa es la intención del anteproyecto. 
En todo caso sería deseable que el mismo grado de participación que se otorga 
a la Junta de Castilla y León respecto de las actividades recogidas en la letra b) 
le fuera también atribuido en el caso de las actividades a las que se refiere la 
letra c). 
 

Artículo 5.- Naturaleza de la Sociedad. 
 

Respecto este artículo, cabe señalar lo siguiente: 
 

a) La rúbrica del precepto no responde fielmente a su contenido. 
La sociedad cuya constitución se autoriza en el anteproyecto tiene naturaleza 
de empresa pública, y la regulación contenida en el precepto hace referencia 
también a otros aspectos tales como su actuación preceptiva y la prohibición de 
su participación en procesos de contratación convocados por la Administración 
General de la Comunidad. 
 

b) Esta prohibición no se contempla, sin embargo, para los 
procesos de contratación que se tramiten por otras Administraciones Públicas. 
 

Cierto es que la Administración General será la accionista única 
inicial. Sin embargo, dado que la empresa pública actuará en régimen de 
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derecho privado, la posibilidad futura de que otras Administraciones Públicas 
(así, la Administración Institucional de la Comunidad) puedan participar en el 
capital social de dicha empresa, aconsejaría incluir alguna previsión sobre la 
participación en procesos de contratación de estas Administraciones, dada la 
influencia que en estos casos la propia Administración de la Comunidad, en su 
conjunto, ejercería sobre la empresa pública. Y ello en aplicación del artículo 
3.1.l) del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, cuyo 
concepto Administración Pública puede interpretarse, en este caso, en sentido 
amplio como Administración de la Comunidad (General e Institucional). 
 

Artículo 6.- Financiación. 
 

Parece existir una reiteración en la enumeración de los recursos de la 
sociedad –las letras c) y f) se refieren a ingresos–, dado que la referencia 
contenida en la letra f) engloba, por ser más general, la recogida en la letra c). 
 

No obstante, cabe también entender que los ingresos a que se refiere la 
letra f) engloban los procedentes de las Administraciones Públicas –habida 
cuenta que se enumeran junto con las subvenciones y ayudas–, en cuyo caso 
se debería expresar así. 
 

5ª.- Otras cuestiones. 
 

La memoria que se acompaña al anteproyecto de ley, al exponer la 
necesidad y oportunidad del texto, expresa que “la opción de la Comunidad 
Autónoma resulta continuista con la línea seguida por otras Administraciones a 
lo largo de la historia en el área medioambiental”, y cita ejemplos de empresas 
públicas ya constituidas con objeto similar en otras Administraciones Públicas, 
entre otras, la empresa pública Tragsa. 
 

Pues bien, en relación con esta cuestión, no puede dejar de ponerse de 
manifiesto que el Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sección 1ª), mediante Auto de 1 de abril de 2005, ha planteado al Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea, al amparo del artículo 234 del Tratado CE, una 
cuestión prejudicial relativa a la compatibilidad con la normativa comunitaria de 
la no sujeción de Tragsa al régimen general de contratación administrativa 
mediante concurso con la consiguiente distorsión del mercado –dado el 
volumen de obras que realiza–, en los siguientes términos: 
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“Primero.- Si es admisible en los términos del artículo 86.1 del 
Tratado de la Unión Europea, que un Estado miembro de la Unión atribuya ex 
lege a una empresa pública un régimen jurídico que le permita realizar obras 
públicas sin sometimiento al régimen general de contratación administrativa 
mediante concurso, sin concurrir circunstancias especiales de urgencia o interés 
público, tanto por debajo como superando el umbral económico contemplado 
por las Directivas europeas a este respecto. 
 

»Segundo.- Si un régimen jurídico semejante sería compatible con 
lo establecido en las Directivas 93/36/CEE, del Consejo y 93/37/CEE, del 
Consejo, de 14 de junio de 1993, y las Directivas 97/52/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 13 de octubre de 1997, y 2001/78, de la Comisión, 
de modificación de las anteriores –normativa recientemente refundida en la 
Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 31 de marzo de 
2004–. 
 

»Tercero.- Si las afirmaciones de la Sentencia del Tribunal de la 
Unión Europea de 8 de mayo de 2003 (asunto C-349/97, Reino de España 
contra Comisión) son aplicables en todo caso a Tragsa y sus filiales, teniendo 
en cuenta el resto de la jurisprudencia del Tribunal Europeo en materia de 
contratación pública, y considerando que la Administración encarga a Tragsa un 
alto número de obras que quedan detraídas del régimen de libre competencia, 
y que esta circunstancia pudiera suponer una distorsión significativa del 
mercado relevante”. 
 

6ª.- Observaciones lingüísticas. 
 

Algunas palabras del texto aparecen con mayúscula –“Prevención 
Ambiental”, “Evaluación de Impacto Ambiental”, “Sociedad”, “Empresa”, 
“Estatutos”, entre otras–; sería preferible que fueran en minúscula. 
 

En la exposición de motivos, último párrafo, debe sustituirse la expresión 
“del Gobierno y de la Administración de Castilla y León” por “del Gobierno y de 
la Administración de la Comunidad de Castilla y León”. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 

Consideradas las observaciones formuladas, puede elevarse a la Junta de 
Castilla y León para su aprobación el anteproyecto de ley de creación de la 
empresa pública “Sociedad Pública de Medio Ambiente de Castilla y León”. 
 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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